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GUADALAJARA, JALISCO, VEINTICUATRO DE MARZO DE DOS MIL 

VEINTITRÉS. 

 

Vistas las actuaciones para resolver en sentencia definitiva el 

juicio administrativo promovido por ***** como representante legal de *****, 

FIDEICOMISO *****, en contra de TESORERÍA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO 

DE ZAPOPAN, JALISCO; bajo número de expediente V-1860/2022, tramitado 

ante la Quinta Sala Unitaria de este Tribunal, y; 

 

R E S U L T A N D O S 

 

1. Por escrito presentado el diecisiete de mayo de dos mil 

veintidós, ante la oficialía de partes de este Tribunal, suscrito por ***** como 

representante legal de *****, FIDEICOMISO *****, promovió juicio en materia 

administrativa, por los motivos y conceptos que del mismo se desprenden. 

 

2. Mediante acuerdo de veinte de mayo de dos mil veintidós, se 

admitió la demanda, teniéndose como acto administrativo impugnado el 

descrito en el citado proveído, se admitieron las pruebas ofrecidas y se 

tuvieron por desahogadas dada su propia naturaleza y se ordenó correr 

traslado a la autoridad demandada, para que produjera contestación. 

 

3. En auto del diecisiete de agosto de dos mil veintidós, se 

proveyó el escrito presentando el diecisiete de junio de dos mil veintidós, 

ante la oficialía de partes de este Tribunal, suscrito por Manuel Rodrigo 

Escoto Leal, Síndico Municipal de Zapopan, Jalisco, a quien en 

representación de la autoridad demandada, se le tuvo produciendo 

contestación en tiempo y forma, se admitieron las pruebas ofrecidas y se 

ordenó correr el traslado de estilo a la parte actora, para que presentara 

ampliación a la demanda. 

 

4. Mediante acuerdo del trece de septiembre de dos mil veintidós, 

se tuvo a la parte actora ampliando su demanda, por lo que se ordenó 
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correr traslado a la autoridad demandada para que produjera 

contestación a la misma. 

 

5. Por auto del veinticinco de octubre de dos mil veintidós, se tuvo 

a la autoridad demandada produciendo contestación a la ampliación de 

demanda, y por opuestas sus excepciones y defensas. 

 

6. Finalmente, mediante auto del trece de febrero de dos mil 

veintitrés, se ordenó cerrar la instrucción y se abrió un periodo común para 

rendir alegatos de tres días, con efectos de citación para el dictado de la 

presente sentencia. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

I. Esta Quinta Sala Unitaria es competente para conocer de la 

presente controversia, de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de 

la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como 3, 4, 5 y 10 de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco y los 

numerales 1, 2, 3, 4, 31, 35, 36 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco. 

 

II. La existencia de los actos administrativos impugnados se 

encuentra debidamente acreditada con las documentales que obran a 

fojas de la dieciséis a la veintidós y ciento dos y ciento tres de autos, a las 

que se les concede valor probatorio pleno en términos del artículo 48 de la 

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, así como 329, 399 y 403 

del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, de 

aplicación supletoria a la Ley Adjetiva de la Materia. 

 

III. Según criterio emitido por el Poder Judicial de la Federación, 

no se hace necesario transcribir los conceptos de impugnación que hiciere 

valer la parte accionante en su escrito inicial de demanda, toda vez que 

dicha omisión no deja en estado de indefensión a ninguna de las partes. Es 

aplicable la jurisprudencia 2a./J. 58/2010 (10ª)1, sustentada por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que señala: 

 
1 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, mayo de 2010, tomo XXXI, página 830. 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS 

DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 

INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X 

"De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del 

amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación 

para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los 

agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en 

las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos 

sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de 

expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar 

vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o 

constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, 

sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no 

existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio 

del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del 

caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y 

congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o 

inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. 

 

IV. Por ser una cuestión de orden público y estudio preferente, 

se analizan las causales de improcedencia que hace valer la autoridad 

demandada por conducto de su representante legal, conforme lo 

establece el artículo 30 último párrafo de la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Jalisco, resultando además aplicable la jurisprudencia II.1o. 

J/5 (8a)2, del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, que informa: 

  

IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE AMPARO. Las causales de 

improcedencia del juicio de amparo, por ser de orden público deben 

estudiarse previamente, lo aleguen o no las partes, cualquiera que sea la 

instancia. 

 

En las causales de improcedencia primera y segunda del escrito 

de contestación de demanda, dice el exponente que se actualizan las 

hipótesis previstas en las fracciones II y IV del artículo 29 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, primero porque señala que la parte 

actora se encuentra impugnando la inconstitucionalidad del artículo 83, 

fracción VIII de la Ley de Ingresos del Municipio de Zapopan para el ejercicio 

fiscal de dos mil veinte, así como también señala el exponente que el pago 

efectuado y del que se duele la actora, resulta consentido puesto que no 

promovió medio de defensa alguno en los plazos previstas para ello, en 

contra de dicho pago, y por tanto el presente juicio resulta improcedente. 

 
2 Semanario Judicial de la Federación, mayo de 1991, tomo VII, página 95. 
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Ahora bien, analizada que fue la demanda inicial y el escrito de 

ampliación de demanda, se aprecia que el actor se duele de la negativa a 

la petición de devolución realizada en sede administrativa, por lo que los 

argumentos expresados por la autoridad demandada en la invocación de 

las causales de improcedencia, involucran cuestiones propias del fondo del 

asunto, por lo tanto, no resulta procedente decretar el sobreseimiento del 

presente juicio; situación que encuentra sustento con la Jurisprudencia P./J. 

36/2004, de la (9a)3, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, que refiere: 

 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE 

IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ 

DESESTIMARSE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 

las causales de improcedencia propuestas en los juicios de amparo deben 

ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si en una acción de 

inconstitucionalidad se hace valer una causal que involucra una 

argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe 

desestimarse y, de no operar otro motivo de improcedencia estudiar los 

conceptos de invalidez. 
 

En cuanto a la tercera causal de improcedencia, dice el 

exponente que se actualiza la hipótesis prevista en la fracción VII del artículo 

29 en vinculación con el numeral 30 fracción III, ambos de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, debido a que no se configura la 

negativa ficta que se impugna, puesto que con fecha veinticinco de 

octubre de dos mil veintiuno, mediante oficio 1400/2021/T-0613, se otorgó 

respuesta a la solicitud de devolución presentada por el demandante. 

 

La causal de improcedencia es infundada, resultando necesario 

para resolverla, precisar los efectos y naturaleza de una negativa ficta, que 

en tratándose de una consulta fiscal con efectos devolutivos, dicha ficción 

se encuentra contemplada en el artículo 35 de la Ley de Hacienda 

Municipal del Estado de Jalisco, y que al efecto dispone: 

 

Artículo 35.- Las instancias o peticiones que formulen a las autoridades fiscales 

deberán ser resueltas en los términos que la ley fije o, a falta de término 

establecido, dentro del plazo de 3 meses. El silencio de las autoridades fiscales 

se considerará como resolución negativa, cuando no den respuesta en el 

término que corresponda. 

 

 
3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, junio 2004, tomo XIX, página 865. 
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Transcripción que nos permite establecer, que el sentido negativo 

a una petición de un particular, se entiende o presume por disposición legal, 

cuando tal instancia no haya sido atendida por la autoridad fiscal 

correspondiente, en el término establecido en la ley especial o ante la falta 

de ella, dentro de los tres meses siguientes a su presentación, siendo 

entonces el objeto de esta figura, el impedir que el peticionario se vea 

afectado en su esfera jurídica, ante el silencio de la autoridad que 

obligadamente debe resolver, pues con ello, se evita la incertidumbre que 

se deriva de la falta de acción de la administración fiscal, lo que se logra 

con el simple transcurso del plazo, sin que, se insiste, se haya emitido 

respuesta expresa debidamente notificada al interesado. 

 

Esta presunción o ficción legal, da la pauta para que el 

gobernado pueda acudir ante este Tribunal, a impugnar dicho sentido 

negativo, hasta entonces ficto, y no particularizado en cuanto a las razones 

en que se erige dicha negativa, y una vez instaurado el juicio, el fin de ello, 

es conminar a la autoridad silente, a que al momento de producir 

contestación a la demanda, dé a conocer los fundamentos de hecho y de 

derecho de la resolución negativa ficta, lo que le concede enseguida, la 

oportunidad al particular a refutar los argumentos en vía de ampliación de, 

conforme se regula en los artículos 38 y 45 de la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Jalisco, que dice: 

 

Artículo 38. El demandante tendrá derecho de ampliar la demanda dentro de 

los diez días siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación del 

acuerdo recaído a la contestación de la misma, cuando se impugne una 

resolución negativa ficta... 

 

Artículo 45. En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los 

fundamentos de derecho de la resolución impugnada. 

 

En el caso de resolución negativa ficta, la autoridad expresará los hechos y el 

derecho en que se apoye la misma. 

 

 

Ahora bien, el término para la interposición del juicio de nulidad 

para combatir una negativa ficta, se encuentra contemplada en el artículo 

32 en su primer párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, que dispone: 

mailto:tadmvo@tjajal.org


 
 
 
 

6 

 

 

Artículo 32. En los casos de negativa ficta la demanda podrá presentarse en 

cualquier tiempo mientras no se dicte la resolución expresa, y siempre que 

haya transcurrido el plazo para que, conforme a la ley del acto, se configure 

la negativa ficta. 

 

Dispositivo legal, que nos conmina a dos requisitos para atender 

el término que ha de cumplirse tanto para la admisión, como para la 

procedencia de un juicio de nulidad cuyo acto impugnado sea una 

negativa ficta, en cualquier materia, y que son: 

 

a) Que se puede presentar en cualquier tiempo, con la 

única limitante de que, al momento de su presentación, 

no se haya emitido resolución expresa; y  

b) Que al momento de su presentación haya transcurrido 

el término legal previsto en la norma particular o el 

genérico en su caso, para entender una petición. 

 

Con lo anterior es dable concluir, que si debido al silencio de la 

autoridad respecto a la consulta fiscal que le fue presentada por la parte 

actora, de no haber sido resuelta en el plazo de tres meses, de acuerdo al 

artículo 35 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, entonces 

la inactividad de la autoridad fiscal, se presume en sentido contrario a los 

intereses del peticionario, que no es otra cosa, que la negativa ficta, 

momento a partir del cual, puede optar por intentar desde luego juicio de 

nulidad ante este Tribunal, para obtener, primero la declaratoria de la 

configuración de negativa ficta, y luego de encontrarse los elementos 

necesarios para ello, sentencia definitiva que califique la legalidad o 

ilegalidad del acto de autoridad impugnado. 

 

Por otra parte, si la autoridad emite resolución expresa en sentido 

negativo en razón a los intereses del particular peticionario, de igual forma, 

cuenta con el derecho procesal para impugnar este acto de autoridad 

expreso, mediante juicio de nulidad, pero en términos de los arábigos 1, 31, 

35 y 36, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

Parámetros legales en que se sustenta un juicio de nulidad por 

negativa ficta y otro en contra de una negativa expresa, que nos da la 
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pauta para sostener válidamente que no pueden inferirse como excluyente 

una de la otra, alegando la inexistencia del acto impugnado, porque aun 

cuando se refieran a una misma petición que les dio origen, se tiene que de 

acuerdo a su esencia, alcance y efectos, ambas resoluciones ficta y expresa, 

son actos de autoridad diversos e independientes, y por lo tanto no es 

correcto decretar el sobreseimiento del juicio, lo anterior así lo ha resuelto la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

contradicción de tesis 2a./J. 26/95 (9a)4, que dice: 

 

NEGATIVA FICTA Y NEGATIVA EXPRESA EN MATERIA FISCAL, RECAÍDAS A LA 

MISMA PETICIÓN. SON RESOLUCIONES DIVERSAS CON EXISTENCIA PROPIA E 

INDEPENDIENTE PARA EFECTOS DEL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD. 

Conforme al artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, la resolución 

negativa ficta es el sentido de la respuesta que la ley presume ha recaído a 

una petición, instancia o recurso formulado por escrito por un particular, 

cuando la autoridad omite resolverlo en el plazo previsto por el citado numeral. 

Su objeto es evitar que el peticionario se vea afectado en su esfera jurídica 

ante el silencio de la autoridad que legalmente debe emitir la resolución 

correspondiente, de suerte que se rompa la situación de indefinición derivada 

de la abstención, pudiendo en consecuencia interponer los medios de 

defensa previstos por la ley, como lo es el juicio de nulidad ante el Tribunal 

Fiscal de la Federación; con ello, además, se propicia que la autoridad, en su 

contestación, haga de su conocimiento los fundamentos y motivos de esa 

resolución, teniendo de esta forma oportunidad de objetarlos. La 

configuración de la resolución negativa ficta, da al interesado el derecho de 

combatirla ante el órgano correspondiente del Tribunal Fiscal de la Federación, 

y si ya promovido el juicio de nulidad, la autoridad emite la resolución negativa 

expresa, que también es impugnada ante el mismo órgano jurisdiccional, éste 

debe pronunciarse respecto de ambas y no sobreseer respecto de la expresa 

aduciendo las causales de improcedencia establecidas en el artículo 202, 

fracciones III y XI, del Código Fiscal de la Federación, las que no operan por 

ser resoluciones diversas que tienen existencia jurídica propia e independiente 

una de la otra. De otro modo, en virtud del efecto del sobreseimiento -dejar 

las cosas como estaban-, se daría pauta a la autoridad para que, en ejercicio 

de sus atribuciones coactivas, ejecutara la resolución expresa. 

 

 

V. Al no existir más cuestiones que impidan la resolución del fondo 

del asunto, se procede a resolverlo en el siguiente sentido, y atendiendo en 

su caso, lo previsto en el artículo 72 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco. 

 

En principio es menester tener en cuenta, que la litis natural 

subyace con motivo de la negativa ficta primariamente impugnada, 

 
4 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, II, Julio de 1995, Página: 77. 
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recaída en la petición de devolución del pago de lo indebido, solicitada por 

***** como representante legal de *****, FIDEICOMISO *****, de fecha de 

presentación del siete de octubre de dos mil veintiuno, visible a fojas de la 

dieciséis a la veintidós de autos. 

 

En tanto que la autoridad demandada al producir contestación, 

hizo valer en vía de excepción que no se configura la negativa ficta en 

cuestión, a virtud de que, en tiempo y forma, se emitió respuesta expresa 

mediante oficio 1400/2021/T-0613, de fecha veinticinco de octubre de dos 

mil veintiuno, sin embargo no justificó su notificación previa a la interposición 

de la demanda, ya que de las constancias exhibidas no se aprecia que se 

hubiere practicado notificación alguna. 

 

También la autoridad demandada se excepciona en el sentido 

que, la solicitud de la parte actora resulta improcedente ya que fue la 

misma quien acudió a realizar el pago enterado en el recibo oficial número 

5643029AA del cuatro de agosto de dos mil veinte, lo que entraña un 

consentimiento expreso de dicha parte. 

 

De igual manera, señala la autoridad demandada que no 

procede la devolución de lo pagado por la actora, toda vez que no se 

actualizan los supuestos legales establecidos en el artículo 56 de la Ley de 

Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, y que dicha devolución solo 

procederá cuando sea declarado como indebido el entero, así como 

cuando se acredite que hubo un error aritmético por el que se haya 

erogado en demasía. 

 

Así pues, al haber transcurrido el término de tres meses, a que 

alude el citado artículo 35 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de 

Jalisco, en su aplicación concatenada con lo regulado en el arábigo 32 de 

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, es inconcuso que al 

momento de presentación de la demanda natural, se había configurado en 

la especie la negativa ficta impugnada, cobrando vigencia al efecto, 
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precisamente la jurisprudencia 2a./J. 164/2006 (9ª)5, de la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  

 

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE 

EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE 

NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley 

mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo 

dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la 

denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de 

presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad 

administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna 

otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta 

una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el 

caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han 

precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 

1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 

2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la 

ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La 

posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la 

denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver 

por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar 

la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del 

plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto 

expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 

 

En vista de lo anterior se procede a analizar su legalidad, de 

acuerdo a los argumentos vertidos por las partes, que en tratándose del 

silencio administrativo la autoridad al momento de producir contestación, 

debió esgrimir los motivos y fundamentos que en su consideración se 

actualizan, a fin de sostener la negativa de la devolución correspondiente, 

y que en este caso, se contienen en la resolución expresa oficio 1400/2021/T-

0613, de fecha veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, conforme lo 

establece el artículo 45 segundo párrafo de la Ley de la materia, con apoyo 

además en la jurisprudencia: IV.2o.A.48 A, (9ª) 6 , de la instancia de los 

Tribunales Colegiados del Poder Judicial de la Federación, que dice: 

 

NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL 

FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES 

DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 

237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la 

nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de 

nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la 

autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su 

 
5 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIV, diciembre de 2006, página: 204. 

 
6Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVIII, julio de 2003, Página: 1157. 
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negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor 

en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión 

planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución 

para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no 

de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de 

la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica 

provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se 

alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia 

del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron 

hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar 

la demanda dentro del juicio. 

 

Así entonces, para estar en posibilidad de analizar la legalidad 

de la negativa ficta, resulta necesario revisar lo estipulado por los artículos 

55, 56, 57, 58 y 61 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, 

mismos que prevén:  

 
Artículo 55.- El contribuyente, cuando se proponga intentar recursos o medios 

de defensa a efecto de impugnar la determinación o liquidación de una 

obligación fiscal, podrá realizar el pago del crédito fiscal “bajo protesta”, 

conforme a las siguientes disposiciones: 

 

I. Las autoridades, a solicitud del interesado, expresada al momento de 

efectuar el pago, deberán hacer constar que éste se realizó “bajo protesta” y 

el contribuyente tendrá el derecho de hacer valer el recurso de 

reconsideración ante la propia autoridad, dentro del plazo de dos meses; 

 

II. De no asentarse, por cualquier motivo, la constancia de que el pago 

efectuado se realizó “bajo protesta”, el plazo para interponer el recurso 

correspondiente será de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente 

a la fecha del pago; 

 

III. El pago así efectuado extingue el crédito fiscal, y no implica consentimiento 

con la disposición o resolución a la que se dé cumplimiento; y 

  

IV. La propuesta quedará sin efecto y el pago se considerará definitivo, desde 

la fecha en que se hizo el entero respectivo, cuando no se promuevan los 

recursos o medios de defensa, o fueren rechazados o sobreseídos, o cuando 

de la resolución que se dicte resultare la procedencia del pago y el 

contribuyente no interponga ningún otro recurso y cause ejecutoria tal 

resolución. 

 

Artículo 56.- Una vez liquidado, definitivamente, un crédito fiscal, no se admitirá 

reclamación por la devolución de lo pagado, sino cuando se pruebe que hubo 

error aritmético o que el pago se hizo indebidamente. 

 

Artículo 57.- La Tesorería o Hacienda Municipal estará obligada a devolver 

las cantidades que hubiesen sido pagadas indebidamente, conforme a las 

reglas que siguen: 

 

I. Cuando el pago de lo indebido, total o parcialmente, se hubiese 

efectuado en cumplimiento de resolución de autoridad, que determine la 

existencia de un crédito fiscal, lo fije en cantidad líquida o dé las bases para su 

liquidación; el derecho a la devolución nace cuando dicha resolución hubiese 

quedado insubsistente; y 

 

II. Tendrán derecho a la devolución de lo pagado en exceso o 

indebidamente, exclusivamente, los contribuyentes que hubiesen efectuado el 

entero respectivo o, en su caso, hubiesen sufrido la retención correspondiente. 

  



EXPEDIENTE: 1860/2022 

QUINTA SALA UNITARIA 
 

 

 

 

 

 

11 

 

Calzada Lázaro Cárdenas 2305 zona 1, interior L-11 y L-101, Colonia las Torres/ C.P. 44920/Guadalajara, Jal.  

Tel: (33) 3648-1670 y 3648-1679 / e-mail: tadmvo@tjajal.org 

 

Artículo 58.- Para que se haga la devolución de cantidades pagadas 

indebidamente, será necesario: 

 

I. Que dicte acuerdo el Tesorero o Encargado de la Hacienda Municipal; y 

 

II. Que el derecho para reclamar la devolución no se haya extinguido. 

 

La devolución se hará a petición del interesado o de oficio, dentro de los cuatro 

meses siguientes a la fecha en que se dicte el acuerdo respectivo. 

 

Si dentro de dicho plazo no se efectúa la devolución, el fisco municipal pagará 

intereses a la tasa que al efecto señale la Ley de Ingresos Municipal, en lo que 

se refiere a los casos de autorización de prórrogas, computados desde que 

quedó reconocido el derecho a la devolución, hasta la fecha en que se 

devuelva la cantidad respectiva. 

 

Artículo 61.- Las obligaciones ante el fisco municipal y los créditos a favor de 

éste por impuestos, contribuciones especiales, derechos, productos o 

aprovechamientos, se extinguen por prescripción, en el término de cinco años. 

En el mismo plazo, se extingue también por prescripción, la obligación del fisco 

municipal de devolver las cantidades pagadas indebidamente. 

 

La prescripción del crédito principal extingue simultáneamente los recargos y 

gastos de ejecución. 

 

La prescripción se inicia, a partir de la fecha en que el crédito o el 

cumplimiento de la obligación pudieron ser legalmente exigidos, y será 

reconocida o declarada por la Tesorería o Hacienda Municipal de oficio o a 

petición de cualquier interesado. 

 

 

  Como se observa de los numerales insertos con antelación, se 

despliega una serie de reglas para el efecto de impugnar primero, un pago 

respecto de una contribución de la cual no se está conforme, bien desde su 

propia liquidación o para obtener su devolución si se efectúa su pago; la 

devolución de pago de lo indebido y finalmente el trámite de su devolución. 

 

  En efecto, en el numeral 55 de la Ley de Hacienda Municipal, se 

prevé que cuando el gobernado, se proponga intentar un medio de 

defensa en contra de una determinación fiscal, puede realizar el pago 

correspondiente, sin que ello implique su consentimiento como se esclarece 

en su fracción III bajo dos supuestos jurídicos distintos; el primero que se 

asiente en el recibo o comprobante correspondiente a petición del 

interesado, la protesta de su entero o bien sin la inclusión de esta leyenda, 

recayendo la diferencia entre una y otra, el término para impugnarlo 

formalmente mediante el recurso de reconsideración, que corresponde a 

dos meses para el primero de los supuestos y de veinte días para el otro. 
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  O bien, de no interponerse el recurso aludido, de acuerdo a la 

optatividad que se contempla en el artículo 9 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, se podrá impugnar el entero o su 

liquidación en el término de treinta días que al efectos se concede en el 

artículo 31 de la legislación en cita, ante este Tribunal promoviendo en su 

contra el juicio de nulidad correspondiente. 

 

  Luego, de no inconformarse en cualquiera de las dos formas 

antes descritas, esto es en vía de recurso administrativo ante la propia 

administración o en forma judicial ante este Tribunal, en los términos y plazos 

antes explicados, inconcuso que el pago se entiende definitivo desde la 

fecha en que fue entregada la cantidad correspondiente al fisco municipal 

y por tanto ya no es dable aceptar reclamación alguna en vía de 

devolución de lo pagado, salvo que compruebe que hubo un error 

aritmético, o bien que se entregó indebidamente, como así se sigue en el 

numeral 56 de la legislación fiscal de carácter municipal que se analiza.   

 

  Ahora bien, la petición de devolución por error aritmético o por 

estimarse indebido, se sujeta a las hipótesis expresas del apartado 57 de la 

misma legislación hacendaría en referencia, que señala que la Tesorería 

Municipal esta obligada a devolver las cantidades que se hubieran pagado 

indebidamente, cuando: 

 

a. Se hubiera realizado el pago en cumplimento a una resolución de 

autoridad en la que se haya determinado la existencia de un crédito 

fiscal, lo fije en cantidad liquidad o dé las bases para su liquidación, 

estableciendo el legislador, que el derecho a la retribución, se 

actualiza hasta el momento en que dicha resolución hubiese 

quedado insubsistente. 

 

b. Cuando se pague en exceso o indebidamente para aquellos 

contribuyentes quienes lo hayan realizado (contribuciones 

autoaplicativas porque no hay resolución liquidatoria de autoridad 

competente) o que hubieran sufrido la retención correspondiente. 

 

  En tanto en el numeral 58 de la Ley de Hacienda Municipal del 

Estado de Jalisco, se dictan los trámites que se requieren para solicitar 
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finalmente la devolución de las cantidades que ameriten su devolución, 

como lo es, el acuerdo que al caso dicte el Tesorero Municipal de oficio o a 

petición de parte, que el derecho para reclamar la devolución no se haya 

extinguido debiendo concretarse la operación dentro de los cuatro meses 

que le sigan al dictado del referido acuerdo, so pena de pagar intereses a 

favor del gobernado desde que quedó reconocido el derecho a la 

devolución, hasta la fecha en que se efectúe la retribución correspondiente. 

 

  Finalmente en el apartado 61 de la ley fiscal hacendaria en cita, 

se establece el plazo prescriptorio de cinco años para que venza la 

obligación del fisco a devolver las cantidades pagadas indebidamente a 

favor de los contribuyentes.  

 

  Por tanto, resulta inobjetable qua a efecto de que se obtenga 

la devolución de un tributo, es menester que se haya impugnado 

oportunamente la resolución que lo liquide o el entero correspondiente, ya 

sea que se estime ilegal o indebido, pues tal y como lo refiere el apartado II 

del artículo 57 de la Ley de Hacienda Municipal, el derecho del 

contribuyente, cuando pretenda la devolución de pago de lo indebido que 

se haya previamente determinado, nace cuando dicha resolución haya 

quedado sin efectos legales, para entonces situarse en la hipótesis del 

trámite de devolutorio consecuente en tanto no transcurran los cinco años 

a que se refiere el apartado 61 de la legislación en cita. 

 

  De ahí entonces que al no haberse demostrado en el natural, 

que la impetrante agotó los medios de defensa correspondientes, ante la 

autoridad administrativa, ante este Tribunal o incluso ante el Poder Judicial 

de la Federación, a través de los cuales haya obtenido la nulidad de la 

resolución que determinó el pago que ahora estima indebido, esto es, que 

se haya dejado sin efectos legales y materiales la propuesta de cobro con 

número de folio 100338, de fecha catorce de julio de dos mil veinte, 

inconcuso que no ha nacido el derecho a su favor para intentar la 

devolución de lo pagado en su cumplimiento, como así lo exige el artículo 

57 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco. 
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  Entonces, si la parte actora no impugnó el pago mismo a partir 

de que realizó el entero de que se trata ni la resolución que lo determinó, 

debe considerarse que el entero es firme y definitivo y por ende que no era 

dable solicitar su devolución en la forma que lo realizó, es decir, mediante 

una solicitud de devolución de pago de lo indebido, ante la autoridad 

demandada como así lo refieren los artículos 55 fracción IV, 56 y 57 fracción 

II de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco. 

  

  Teniendo sustento a lo anterior la Jurisprudencia con número de 

tesis P./J. 68/977, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, que a la letra establece: 

 

LEYES, AMPARO CONTRA. EL PAGO LISO Y LLANO DE UNA CONTRIBUCIÓN NO 

IMPLICA EL CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LA LEY QUE LA ESTABLECE. Si el 

quejoso presenta la demanda de amparo en contra de una ley tributaria 

dentro del plazo legal, computado a partir de que realizó el pago de la 

contribución en forma lisa y llana, ello no constituye la manifestación de 

voluntad que entrañe el consentimiento de la ley que la establece ya que, 

dada la naturaleza de las normas fiscales, su cumplimiento por parte de los 

contribuyentes se impone como imperativo y conlleva la advertencia cierta 

de una coacción, por lo que la promoción del juicio de amparo 

correspondiente, refleja la inconformidad del peticionario de garantías con 

el contenido de la ley impugnada. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, no queda más que 

reconocer la validez de la negativa ficta y negativa expresa impugnada, 

con fundamento en el artículo 74 fracción I de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 

1, 2, 3, 4, 31, 35, 36, 39, 42, 44, 45, 46, 47, 72, 73, 74, 75, 76, relativos y aplicables 

de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se concluye la 

presente controversia, de conformidad con los siguientes 

 

R  E  S  O  L  U  T  I  V  O  S 

 

PRIMERO. La competencia de esta Quinta Sala Unitaria del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, quedó debidamente 

acreditada. 

 
7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, Septiembre de 1997 
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SEGUNDO. Se declara que se configuró la negativa ficta, respeto 

de la petición de devolución de pago de lo indebido con fecha de 

presentación del siete de octubre de dos mil veintiuno. 

 

TERCERO. Se reconoce la validez de los actos impugnados, 

consistentes en la negativa ficta y negativa expresa contenida en el oficio 

1400/2021/T-0613, de fecha veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, por 

los motivos y fundamentos que se contienen en la presente resolución. 

 

NOTIFÍQUESE ELECTRÓNICAMENTE. 

 

Así   lo   acordó  la  Presidenta  de  la  Quinta  Sala  Unitaria  del 

Tribunal  de   Justicia  Administrativa    del   Estado  de   Jalisco,  Magistrada 

María Abril Ortiz Gómez,   actuando   ante   el   Secretario   de   Sala  Francisco 

Ivan Ramírez Gutiérrez, que da fe. 

 

 

 

 

 

María Abril Ortiz Gómez   

Magistrada 

 

 

 

 

Francisco Ivan Ramírez Gutiérrez 

        Secretario de Sala 

 

 
MAOG/FIRG 
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